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LUDWING GERARDO PRADA VARGAS, varón, mayor de edad y vecino de esta 

ciudad, identificado como aparece al pie de mi respectiva firma, en mi condición de 

apoderado de la parte demandada ROSA VELANDIA ROJAS dentro del proceso 

de la referencia, me permito manifestar que interpongo RECURSO DE APELACION 

Y SOLICITUD DE NULIDAD, con los siguientes argumentos: 

 

La demandada ROSA VELANDIA ROJAS adquirio unos creditos con la entidad 

denominada B.B.V.A. mediante diferentes pagares denominados pagares A No 

00130777029700174590 con un saldo a capital de PCHO MILLONES 

TRESCIENTOS CINCUENTA Y SIETE MIL NUEVE PESOS ($8.357.009.00) y 

pagare B No m026300105187607779600204694 por la suma de Veinti cinco 

millones trescientos setenta y cuatro mil quinientos cincuenta y ocho pesos M/cte 

($25.374.558.00) mas los intereses respectivos, teniendo la entidad demandante 

garantia real sobre bien inmueble identificado con matricula inmobiliaria No 300-

176703 de la oficina de Instrumentos publicos de Bucaramanga, y mas 

concretamente el lugar de su vivienda ubicado en la UNIDAD RESIDENCIAL 

ALTOS DE CAÑAVERAL V ETAPA CRA 26 No 35-170 de Floridablanca. Notificada 

de la demanda procedio en termino a contestar la misma alegando dos excepciones 

una denominada COBRO EXCESIVO DE INTERESES y la otra denominada 

IMNOMINADA. 

 

El despaho que conoce de la presente accion cito a audiencia de pruebas para el 

dia miercoles 8 de febrero a las 9 a.m. del 2023, pero con auto del sies de febrero 

del 2023 decide dictar sentencia anticipada sin tramitar la audiencia ya fijada, lo 

anterior por solicitud de apoderado de la entidad financiera que pidio sentencia 

anticipada, acogiendo la solicitud y en efecto dictando sentencia anticipada que fue 

justificada jurisprudencialmente basicamente manifestando que no existen pruebas 

por practicar y generando en el caso de la poderdante una violacion al derecho de 

defensa y debido proceso pues se esperaba en ese dia que escucharan de oficio a 

la demandada amen que se realizaran las audiencia de Conciliacion y que se 

pudieran escuchar las partes en especial lo que tenia que ver con la liquidacion del 

credito que en este momento superan los DOSCIENTOS MILLONES DE PESOS 

($200.000.000.00 en el momento de la contestacion de la demanda mi poderdante 

no pudo allegar los recibos de pago a capital y intereses que hacian que su 

obligacion fuere menor, perdiendose una oportunidad para haber sido escuchada 



como pretendia la demandada, dandose mayor valor a la solicitud de la entidad 

financiera que a la parte desfavorecida en esta relacion como lo es la parte 

demandada, y que desea cancelar por su puestola obligacion pero con los intereses 

de ley, demostrando no solo al juzgado sino a la entidad financiera el valor real de 

la liquidacion. 

Al igual que en esta apelacion la poderdante se muestra inconforme con la 

liquidacion de costas que se hiciera con la sentencia, fijandose como agencias en 

derecho la suma de $6.651.894.48 siendo elevado para las sumas que se estan 

ejecutando, solicitando sean rectificadas pues no se compadecen con los valores 

de la obligacion. 

la consecuencia jurídica de las normas sustanciales que se invocan» 

 
Las pruebas son medios indispensables para que cualquier proceso pueda 
prosperar a favor de quien interpone una acción, o para que una persona que es 
demandada injustamente pueda demostrar por medio de las pruebas que al 
demandante no le asiste el derecho que alega. 
 
Entre más pruebas se aporten a un proceso, mas certeza se le dará al Juez para 
que tome la decisión; son diversos los medios probatorios que se pueden utilizar, 
los testimonios, un dictamen pericial, los documentos, una inspección judicial, etc., 
 
La jurisprudencia de la Corte Constitucional en el expediente T-2483488 se afirma 
“Por consiguiente, aun cuando los jueces gozan de libertad para valorar el material 

probatorio con sujeción a la sana crítica, no pueden llegar al extremo de desconocer la 
justicia material, bajo la suposición de un exceso ritual probatorio contrario a la prevalencia 
del derecho sustancial (art. 228 C.P). Por ello, es su deber dar por probado un hecho o 

circunstancia cuando de dicho material emerge clara y objetivamente su existencia”. 
  

Adicionalmente, el sistema de libre apreciación resulta proporcional cuando su 
ejercicio no supone el sacrificio de otros principios o derechos constitucionales más 
importantes. Por ejemplo, la sujeción a la libre apreciación no puede conducir a unA 
interpretación formalmente restrictiva de la prevalencia de los derechos sustantivos 
en litigio. Así, en Sentencia C-029 de 1995 (M.P. Jorge Arango Mejía), la Corte 
sostuvo que: ‘(...) Cuando el artículo 228 de la Constitución establece que en las 

actuaciones de la Administración de Justicia ‘prevalecerá el derecho sustancial’, está 
reconociendo que el fin de la actividad jurisdiccional, y del proceso, es la realización de los 
derechos consagrados en abstracto por el derecho objetivo y, por consiguiente, la solución 
de los conflictos de intereses. Es evidente que en relación con la realización de los 
derechos y la solución de los conflictos, el derecho procesal, y específicamente el proceso, 

es un medio’. 
 
Como se dijo anteriormente, se incurre en una vía de hecho en la  interpretación 
judicial cuando el juez adopta una decisión en desmedro de los derechos 
sustantivos en litigio[23].”  
 
En la Sentencia T-289 de 2005 la Corte Constitucional se pronunció sobre la 
petición de amparo de un ciudadano al cual se le había rechazado una acción de 
nulidad y restablecimiento por estar caduca, decisión que el afectado impugnó 
mediante recurso de reposición y en subsidio de apelación, recursos que 
igualmente fueron rechazados por considerar que, de acuerdo con las normas 
aplicables, el único recurso procedente era el de súplica. La Corte concedió la 
acción de tutela interpuesta al considerar que el juez administrativo había incurrido 
en una vía de hecho de carácter procedimental, dado que, teniendo en cuenta que 
tanto el recurso de reposición como el ordinario de súplica se debían interponer en 
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el mismo término, la autoridad judicial debió haber adecuado el recurso presentado 
a la normatividad del recurso ordinario de súplica y darle el trámite correspondiente. 
En esa oportunidad esta Corporación precisó: 
  
“En el ejercicio de la protección del debido proceso, armonizada con el respeto a la 
autonomía judicial, la Corte considera que sólo se constituye una vía de hecho por 
defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento 
establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso 
concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso 
contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228 
constitucionales. 
   
Ahora bien, puede llegar a configurarse una vía de hecho al aplicar una norma 
procedimental según su tenor literal si se trata de una disposición de contenido 
manifiestamente contrario a la Constitución, caso en el cual se hace indispensable 
emplear la excepción de inconstitucionalidad y aplicar directamente 
disposiciones constitucionales. 

 
Otra forma de incurrir en un defecto procedimental es mediante la 
configuración de un exceso ritual manifiesto. La Corte ha abordado la 
existencia de tal ciega obediencia del derecho procesal cuando de esta se 
deriva el desconocimiento de un derecho sustancial[24]. 

 
A la luz de este alcance dado al principio de prevalencia del derecho sustancial 
sobre las formas, la Sala entrará a analizar el caso en concreto. Lo anterior, no sin 
antes señalar que la prevalencia de lo sustancial sobre lo formal no sólo se debe 
presentar cuando es preciso dar paso al derecho sustancial sobre el procesal –
según el alcance dado al exceso ritual manifiesto en la Sentencia T-1306/01- sino 
cuando dentro del mismo derecho procesal la materialidad de las actuaciones 
procesales adelantadas, entre ellas la interposición de recursos, desplazan su 
denominación formal. Esto es lo que sucede, mutatis mutandis, con el principio iura 
novit curia.” (Negrillas fuera de texto original). 

  
Los anteriores argumentos fueron reiterados en la Sentencia T-1091 de 2008. En 
esa ocasión la Corte Constitucional revisó un proceso de simulación de un contrato 
celebrado por el padre en perjuicio de su menor hijo, en el cual el juez de segunda 
instancia negó la declaratoria de simulación por considerar que, a pesar de estar 
probada la simulación relativa, el actor había pedido la declaratoria de simulación 
absoluta o total. La Corte tuteló los derechos fundamentales del menor de edad, en 
especial el derecho al debido proceso por “exceso ritual manifiesto”, pues el juez 
civil del circuito, no obstante reconocer que el contrato era simulado, por aplicar con 
excesivo rigor una regla de carácter procesal omitió amparar el derecho sustancial. 
Al hablar del “exceso ritual manifiesto” sostuvo: 
  
“La Corte Constitucional ha considerado que la aplicación de las reglas de carácter 
procedimental no puede llegar a un grado de rigor tal, que se sacrifique el goce de 
los derechos fundamentales (Corte Constitucional, Sentencia T-1306 de 2001). Ha 
considerado que ‘si bien la actuación judicial se presume legítima, se torna en vía 
de hecho cuando el actuar del juez se distancia abiertamente del ordenamiento 
normativo, principalmente de la normatividad constitucional, ignorando los principios 
por los cuales se debe regir la administración de justicia’ (Corte Constitucional, 
Sentencia T-1306 de 2001). Para la Corte Constitucional, el juez que haga 
prevalecer el derecho procesal sobre el sustancial, especialmente cuando este 
último llega a tener la connotación de fundamental, ignora claramente el artículo 228 
de la Carta Política que traza como parámetro de la administración de justicia la 
prevalencia del derecho sustancial sobre las formas.  
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(…) si el derecho procesal se torna en obstáculo para la efectiva realización de un 
derecho sustancial reconocido expresamente por el juez, mal haría éste en darle 
prevalencia a las formas haciendo nugatorio un derecho del cual es titular quien 
acude a la administración de justicia y desnaturalizando a su vez las normas 
procesales cuya clara finalidad es ser medio para la efectiva realización del derecho 
material (art. 228).’ 
  
En esta decisión, la Corte indicó que se viola el derecho al debido proceso 
‘por exceso ritual manifiesto’ en una sentencia cuando este implica una 
‘renuncia consciente de la verdad jurídica objetiva evidente en los hechos, por 
extremo rigor en la aplicación de las normas procesales’. Así lo ha 
considerado la Corte incluso para el caso de los procedimientos de casación, 
en los cuales el rigor procesal exige el cumplimiento de especiales y 
particulares requisitos formales. (Corte Constitucional, Sentencia T-1306 de 
2001).” (Negrillas fuera de texto). 
  
Igualmente, en la Sentencia T-052 de 2009 esta Corporación amparó al accionante 
el derecho fundamental al debido proceso en conexidad con el principio de primacía 
del derecho sustancial, por considerar que las entidades accionadas incurrieron “en 
un exceso de ritualismo”, a propósito del caso de un participante en un concurso de 
notarios que, pese a haber cursado una especialización, no la acreditó de la forma 
señalada, ésto es, mediante acta de grado y diploma, sino por medio de certificación 
expedida por la universidad. Dijo entonces la Corte: 
  
“Si bien las formalidades o ritos son parte de todo proceso judicial, dichas formas 
han sido establecidas para garantizar a las partes intervinientes el cumplimiento de 
un debido proceso que respete sus derechos.  No obstante, al aplicarse de 
manera manifiesta, las normas atendiendo únicamente a su texto o haciendo 
una aplicación mecánica, se incurre en un exceso ritual manifiesto. 

(…) 
Así las cosas, en aras de garantizar el respeto de los derechos fundamentales, y 
evitar la negación de los mismos, en los casos en que la observancia de las 
formalidades atente contra la protección del derecho fundamental quebrantado, éste 
debe prevalecer sobre las normas procesales.” 
  
Más recientemente, en sentencia T- 264 de 2009[25], esta Corporación precisó que 
puede “producirse un defecto procedimental en una sentencia cuando el funcionario 
judicial, por un apego excesivo a las formas” se aparta de sus obligaciones de 
impartir justicia sin tener en cuenta que los procedimientos judiciales son medios 
para alcanzar la efectividad del derecho y no fines en sí mismos. La Corte al conocer 
en sede de revisión la providencia atacada, consideró que el Tribunal había incurrido 
en un defecto procedimental por “exceso ritual manifiesto”, actuando en “contra de 
su papel de director del proceso y del rol protagónico que le asigna el ordenamiento 
en la garantía de los derechos materiales, al omitir la práctica de una prueba 
imprescindible para fallar, a pesar de la presencia de elementos que le permitían 
concluir que por esa vía llegaría a una decisión indiferente al derecho material. Por 
esta vía, la autoridad accionada cerró definitivamente las puertas de la jurisdicción 
a la peticionaria, olvidó su papel de garante de los derechos sustanciales, su 
obligación de dar prevalencia al derecho sustancial, y su compromiso con la 
búsqueda de la verdad en el proceso como presupuesto para la adopción de 
decisiones justas”. 
  
Igualmente, indicó que la jurisprudencia constitucional se ha referido al defecto por 
“exceso ritual” en eventos en los cuales el juez  vulnera el principio de prevalencia 
de derecho sustancial o el derecho al acceso a la administración de justicia por “(i) 
dejar de inaplicar disposiciones procesales que se oponen a la vigencia de 
derechos constitucionales en un caso concreto; (ii) exigir el cumplimiento de 
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requisitos formales de forma irreflexiva, aunque en determinadas 
circunstancias puedan constituir cargas imposibles de cumplir para las 
partes, siempre que esa situación se encuentre comprobada; o (iii), incurrir en 
un rigorismo procedimental en la apreciación de las pruebas”. En 
consecuencia, (i) concedió el amparo constitucional, (ii) ordenó dejar sin efecto el 
fallo para que la autoridad judicial demandada abriera “un término probatorio 
adicional con el fin de ejercer sus deberes para arribar a la verdad y adoptar un fallo 
de mérito basado en la determinación de la verdad real”. 
  
En conclusión, el defecto procedimental por “exceso ritual manifiesto” se presenta 
cuando el funcionario judicial, por un apego extremo y aplicación mecánica de las 
formas, renuncia conscientemente a la verdad jurídica objetiva patente en los 
hechos, derivándose de su actuar una inaplicación de la justicia material y del 
principio de la prevalencia del derecho sustancial. 
  
Por otro lado, es preciso señalar que el “exceso ritual manifiesto” no es una figura 
extraña en la jurisprudencia y doctrina comparada. En Argentina, por ejemplo, la 
Corte Suprema de la Nación ha establecido desde 1957 con el caso Colalillo 
Domingo vs. Compañía de Seguros España y Río de la Plata[26] que existe una 
causal de arbitrariedad de la sentencia en virtud de la cual procede el recurso 
extraordinario federal, cuando en la aplicación del derecho procesal en forma 
meramente ritual se llega a la renuncia consciente de la verdad jurídica objetiva[27]. 
Las expresiones “exceso ritual” o “exceso ritual manifiesto” no fueron utilizadas en 
el caso Colalillo, pues allí se habló de una “frustración ritual del derecho”. Aquellos 
giros aparecieron como resultado de fallos posteriores de la Corte argentina que, 
“invocando dicha decisión como precedente, descalificaron pronunciamientos 
posteriores por la misma razón usada para descalificar el fallo de segunda instancia 
recaído en Colalillo”[28]. 
 
OTROS DERECHOS FUNDAMENTALES VIOLADOS SENTENCIA T- 544/15 

 

Las nulidades fueron establecidas en el Articulo 133 del Código General del 
Proceso  

 

DERECHO AL DEBIDO PROCESO-Finalidad y elementos 

DERECHO A LA DEFENSA-Definición-Articulo 29 de la Cosntitucion Nacional 

El derecho a la defensa es una de las principales garantías del debido proceso y 

fue definida por esta Corporación como la “oportunidad reconocida a toda persona, 

en el ámbito de cualquier proceso o actuación judicial o administrativa, de ser oída, 

de hacer valer las propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y 

objetar las pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se 

estiman favorables, así como ejercitar los recursos que la otorga. La doctrina ha 

establecido que el derecho a la defensa “concreta la garantía de la participación de 

los interlocutores en el discurso jurisdiccional, sobre todo para ejercer sus 

facultades de presentar argumentaciones y pruebas. De este modo, el derecho de 

defensa garantiza la posibilidad de concurrir al proceso, hacerse parte en el mismo, 

defenderse, presentar alegatos y pruebas. Cabe decir que este derecho 

fundamental se concreta en dos derechos: en primero lugar el derecho de 

contradicción, y, en segundo lugar, el derecho a la defensa técnica. 
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DERECHO A LA DEFENSA TECNICA-Asistencia en proceso 

 

Es relevante el derecho a la defensa para efectos de disponer de asistencia técnica 

que permita a los sujetos procesales ser oído y hacer valer sus argumentos y 

pruebas en el curso de un proceso que lo afecta, ya sea por medio de un abogado 

designado por confianza o uno asignado por el Estado en casos en que procede el 

amparo de pobreza. No obstante, como el derecho a la defensa técnica suele 

realizarse a través de actos de contradicción, notificación, impugnación, solicitud 

probatoria y alegación, ésta puede ser ejercida de acuerdo con las circunstancias y 

los diferentes elementos probatorios recaudados, pudiendo ser practicado con 

tácticas diversas. 

  
Defecto sustantivo o material. 
  
Ha explicado la jurisprudencia de esta Corporación que el defecto material o 
sustantivo se presenta cuando “la decisión que toma el juez desborda el marco de 
acción que la Constitución y la ley le reconocen al apoyarse en una norma 
evidentemente inaplicable al caso concreto”[29]. De igual forma ha señalado que la 
“construcción dogmática del defecto sustantivo como causal de procedibilidad de la 
acción de tutela, parte del reconocimiento que la competencia asignada a las 
autoridades judiciales para interpretar y aplicar las normas jurídicas, fundada en el 
principio de autonomía e independencia judicial, no es en ningún caso absoluta. Por 
tratarse de una atribución reglada, emanada de la función pública de administrar 
justicia, la misma se encuentra limitada por el orden jurídico preestablecido y, 
principalmente, por los valores, principios, derechos y garantías que identifican al 
actual Estado Social de Derecho”[30]. 
  
Asimismo, esta Corporación ha delimitado el campo de aplicación de la violación al 
debido proceso por defecto sustantivo señalando que éste se configura: 
  

“(…) cuando (i) la decisión impugnada se funda en una disposición 
indiscutiblemente no aplicable al caso, ‘es decir, por ejemplo, la norma 
empleada no se ajusta al caso o es claramente impertinente’[31]. También 
puede fundarse en la ‘aplicación indebida’ por el funcionario judicial de la 
preceptiva concerniente[32], (ii) ‘cuando la aplicación o interpretación que se 
hace de la norma en el asunto concreto desconoce sentencias con efectos 
erga omnes que han definido su alcance’[33]; (iii) ‘cuando la interpretación 
de la norma se hace sin tener en cuenta otras disposiciones aplicables al 
caso y que son necesarias para efectuar una interpretación 
sistemática, (iv) cuando la norma aplicable al caso concreto es desatendida 
y por ende inaplicada, o (v) porque a pesar de que la norma en cuestión 
está vigente y es constitucional, no se adecua a la situación fáctica a la cual 
se aplicó, porque la norma aplicada, por ejemplo, se le reconocen efectos 
distintos a los expresamente señalados por el legislador’(Sentencia T-1068 
de 2006).”[34] 
  

Concordante con lo anterior, la Corte ha reiterado que, no obstante la autonomía de 
los jueces para determinar la norma jurídica aplicable al caso concreto y establecer la 
interpretación  e integración del ordenamiento jurídico, no les es dable en esta labor 
apartarse de las disposiciones y principios constitucionales o legales[35]. 
  
Se incurre en los defectos procedimentales por “exceso ritual manifiesto” y 
sustantivo cuando la autoridad judicial considera que no es auténtico un memorial 
que carece de firma, sin tener en cuenta los demás elementos que permiten dar 
certeza acerca de su autor. 
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 (i) En un defecto procedimental por “exceso ritual manifiesto” al aplicar una 
formalidad eminentemente procesal renunciando de manera consciente a la verdad 
jurídica objetiva patente en los hechos,  en detrimento de los derechos 
fundamentales de acceso a la administración de justicia y al debido proceso, 
ignorado en esa forma el artículo 228 de la Constitución Política que consagra como 
principio de la administración de justicia la prevalencia del derecho sustancial, 
especialmente cuando este último llega a tener la connotación de fundamental; y 
desnaturalizando a la vez las normas procesales cuyo fin es servir de medio para 
la  efectiva realización del derecho material. 
  
(ii) En un defecto sustantivo por darle al artículo 252 del Código de Procedimiento 
Civil una lectura y un alcance que no tiene, pues dicha norma no establece que un 
documento o un memorial presentado para que forme parte de un expediente 
únicamente es auténtico cuando ha sido firmado, sino que también señala que es 
auténtico cuando existe certeza sobre la persona que lo ha elaborado o manuscrito. 
  
Desconocimiento del precedente judicial. 
  
La jurisprudencia constitucional ha reiterado que el desconocimiento del precedente 
judicial constituye un requisito o causal especial de procedibilidad de la acción de 
tutela. 
  
En desarrollo de lo anterior la Corte ha sostenido que: (i) de acuerdo a lo señalado 
por el artículo 230 Superior, los jueces sólo están sometidos al imperio de la ley 
entendido como ordenamiento jurídico[42], y (ii) que las autoridades judiciales no 
están obligadas a fallar en la misma forma a como lo han hecho en casos 
anteriores.  No obstante, también ha precisado que “cuando se dan fallos 
contradictorios emanados de una misma autoridad judicial frente a hechos 
semejantes, sin el suficiente discernimiento que permita a las partes y a la 
comunidad jurídica vinculada entender la razón de esa diferenciación, se presenta 
una contradicción entre el principio de autonomía judicial (Art. 230 C.P.), y el 
principio de igualdad (Art. 13 C.P.) que exige una armonización de sus contenidos 
constitucionales (Corte Constitucional, Sentencia T-698 de 2004”[43]. 
  
De igual forma esta Corporación ha indicado que el artículo 229 de la Carta 
Política[44] debe guardar estrecha relación con el artículo 13 del mismo 
estatuto[45] para que el derecho a acceder igualitariamente ante los 
jueces  sea “concebido no solamente como la idéntica oportunidad de ingresar a 
los estrados judiciales sino también como la posibilidad de recibir  idéntico 
tratamiento por parte de estas autoridades y de  los tribunales, ante situaciones 
similares (Corte Constitucional, Sentencia C-104 de 1995)”[46]. 
  
Con todo, la jurisprudencia también ha admitido la posibilidad de que el funcionario 
judicial pueda apartarse de su propio precedente o del precedente de su superior 
jerárquico, siempre y cuando se sustenten debidamente las razones por las cuales 
se aparta o modifica una posición jurisprudencial anterior (principio de razón 
suficiente)[47]. 
  
En este punto conviene precisar que el precedente judicial puede ser: (i) horizontal, 
cuando hace referencia a los precedentes sentados por autoridades  judiciales con 
la misma jerarquía institucional o (ii) vertical, que es el fijado por las autoridades 
judiciales con atribuciones superiores[48]. 
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Por lo anterior se solicita REVÓQUESE y declárese la NULIDAD DE la sentencia 

recurrida y en consecuencia se ordene la realización de la audiencia que estaba 

fijada para el 8 de febrero del 2023 a las 9 A.M. 
 

Atentamente, 

 

 
 

LUDWING GERARDO PRADA VARGAS                      
C.C. 91.277.899 de Bucaramanga                                  
T.P. 79.365 del C.S.J.                                                      
 


